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1.  Disposiciones generales

 CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA

DECRETO 64/2008, de 26 de febrero, por el que 
se modifica el Decreto 137/2002, de 30 de abril, de 
apoyo a las familias andaluzas.

En el año 2002, el Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía aprobó el Decreto 137/2002, de 30 de abril, de 
apoyo a las familias andaluzas.

Tal norma expresaba la voluntad decidida del Gobierno 
andaluz de potenciar un conjunto de medidas a favor de las 
familias andaluzas; para facilitar la vida familiar, así como la 
integración de la mujer y el hombre en la vida laboral en con-
diciones de igualdad. Para la consecución de esos objetivos, 
dicho Decreto configuraba un marco general que permitía el 
desarrollo de medidas concretas.

Considerándose necesaria la actualización y revisión de 
las medidas inicialmente aprobadas, cada año, desde 2002 se 
ha venido aprobando un nuevo Decreto que ha recogido la pre-
visión de dar respuesta a las demandas sociales que se iban 
planteando. Hasta la fecha han sido el Decreto 18/2003, de 4 
de febrero; 7/2004, de 20 de enero; 66/2005, de 8 de marzo; 
48/2006, de 1 de marzo, y 100/2007, de 10 de abril.

El presente Decreto incide en uno de los ámbitos de la 
sociedad andaluza que más sensible se ha revelado desde la 
aparición del Decreto 137/2002, cual es el de los Centros de 
atención socio-educativa. La nueva norma incluye modifica-
ciones en el mencionado ámbito, con el objetivo de ofrecer 
una solución eficaz a las nuevas demandas exigidas, puestas 
de manifiesto por la experiencia acumulada en convocatorias 
precedentes.

La universalización paulatina en la prestación del servi-
cio público de los Centros de atención socio-educativa a todas 
aquellas familias andaluzas que así lo demanden mediante 
la eliminación de los requisitos establecidos para el acceso 
a las plazas existentes en dichos centros, va a suponer que 
nuevas familias puedan acceder a tales recursos, permitiendo 
todo este proceso una completa acomodación entre oferta y 
demanda de plazas. En ese sentido, tales exigencias dejarán 
de actuar como elementos excluyentes para el acceso a una 
plaza en los centros mencionados y se convertirán en criterios 
a considerar en la baremación de las solicitudes presentadas. 

En su virtud, en el ejercicio de las atribuciones conferidas 
en los artículos 21.3 y 27.6 de la Ley 6/2006, de 24 de octu-
bre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
a iniciativa del Consejero de la Presidencia, a propuesta de la 
Consejera para la Igualdad y Bienestar Social, y previa delibe-
ración del Consejo de Gobierno en su reunión del día 26 de 
febrero de 2008 

D I S P O N G O

Artículo único. Modificación del Decreto 137/2002, de 30 
de abril, de apoyo a las familias andaluzas.

El Decreto 137/2002, de 30 de abril, de apoyo a las fami-
lias andaluzas, queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 8 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 8. Plazas de centros de atención socio-educativa.
La Administración de la Junta de Andalucía establecerá, 

progresivamente, las medidas necesarias para facilitar una plaza 
en los centros de atención socio-educativa a aquellas familias 
con hijos e hijas menores de tres años que lo demanden.» 

Dos. El artículo 9 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 9. Personas destinatarias.
1. Los menores para los que se solicite la plaza deberán 

tener más de dieciséis semanas y menos de tres años.
Excepcionalmente, cuando las circunstancias socio-labo-

rales de la familia solicitante lo justifiquen podrán atenderse 
niños y niñas menores de dieciséis semanas.

No podrá solicitarse plaza, de reserva o de nuevo ingreso, 
para un curso escolar, cuando el niño o la niña cumpla la edad 
de tres años durante el año de presentación de la solicitud.

2. Por la Consejería competente por razón de la materia 
se desarrollarán los criterios de admisión en los centros de 
atención socio-educativa financiados total o parcialmente por 
la Administración de la Junta de Andalucía, así como su bare-
mación, entre los que figurarán, al menos, los siguientes:

a) Que el padre y la madre o, en el caso de familias mono-
parentales, la persona de referencia, desarrollen una actividad 
laboral. 

b) Que existan circunstancias socio-familiares excepciona-
les que ocasionen un grave riesgo para el o la menor, que-
dando incluidos en este supuesto los hijos e hijas de mujeres 
atendidas en los Centros de Acogida de mujeres maltratadas. 
Estos casos se atenderán prioritariamente en la convocatoria 
anual que se celebre para la adjudicación de las plazas.

c) Que el grado reconocido de minusvalía del padre o ma-
dre, o ambos, del niño o la niña para quien se solicita la plaza 
en el Centro sea igual o superior al 65%; o igual o superior al 
33% para el hermano o hermana del niño o la niña para quien 
se solicita dicha plaza. 

d) La proximidad al centro del domicilio o lugar de trabajo 
del padre, madre, tutor o representante legal del menor o de 
la menor.

e) La existencia de hermanos y hermanas matriculados 
en el mismo centro.

f) La condición de familia monoparental o numerosa.
g) Los ingresos de la unidad familiar.

3. Se establecerán medidas para facilitar el acceso a una 
de las plazas en centros de atención socio-educativa cuando, 
con posterioridad a la adjudicación de las mismas, concurra 
alguno de los siguientes supuestos:

a) Cuando se tenga conocimiento de la existencia de cir-
cunstancias socio-familiares de grave riesgo para el o la menor. 

b) Cuando existieran, de forma sobrevenida durante el 
curso, plazas vacantes en los Centros dependientes de la Con-
sejería competente por razón de la materia o financiados total 
o parcialmente por esa Consejería y presentaran solicitudes 
para ocupar estas plazas familias con hijos e hijas menores 
de tres años.

En cualquier caso, tendrán prioridad para ocupar dichas 
plazas aquellas familias, en las que concurra además alguna 
de las circunstancias sobrevenidas expresamente previstas en 
el párrafo a) de este apartado y, en su defecto, aquellas otras 
que se encuentren ya en lista de espera en tales Centros.»

Tres. El apartado 2 del artículo 10 queda redactado del 
siguiente modo:

«2. Se establecerá una bonificación sobre el precio de la 
plaza que se facilite. En los supuestos recogidos en la letra b) 
del apartado 2 y en la letra a) del apartado 3 del artículo ante-
rior, la bonificación será del 100%. En los restantes casos se 
establecerá una modulación según tramos de ingresos de la 
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unidad familiar, en los que la bonificación podrá llegar hasta 
el 75%.»

Cuatro. El apartado 2 del artículo 12 queda redactado del 
siguiente modo:

«2. Las familias participarán en la financiación de este 
servicio mediante el abono del precio que se determine en de-
sarrollo del presente Decreto, que tendrá la consideración de 
precio público, a efectos de lo dispuesto en la Ley 4/1988, de 
5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía. El precio de acceso a este servicio se de-
terminará de forma diferenciada del fijado para el servicio de 
atención socio-educativa, pudiéndose establecer, asimismo, 
bonificaciones.»

Disposición Derogatoria Única. Derogación normativa.
Queda derogada la disposición adicional sexta del Decreto 

137/2002, de 30 de abril, de apoyo a las familias andaluzas.

Disposición Final Única. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 26 de febrero de 2008

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

GASPAR ZARRÍAS ARÉVALO
Consejero de la Presidencia 

 CONSEJERÍA DE JUSTICIA
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

DECRETO 68/2008, de 26 de febrero, por el que 
se suprime la aportación de la fotocopia de los docu-
mentos indentificativos oficiales y del certificado de 
empadronamiento en los procedimientos administra-
tivos de la Administración de la Junta de Andalucía y 
se establece la sede electrónica para la práctica de la 
notificación electrónica.

 El artículo 47.1.1.ª del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía establece la competencia exclusiva de la Comunidad Au-
tónoma en materia de procedimiento administrativo derivado 
de las especialidades de la organización propia de la Comuni-
dad Autónoma.

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, en su artículo 35.f) establece el derecho de los 
ciudadanos a no presentar documentos que ya se encuentren 
en poder de la Administración actuante y en su artículo 45.1 
que las Administraciones Públicas impulsarán el empleo y apli-
cación de las técnicas y medios electrónicos, informáticos y te-
lemáticos, para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus 
competencias, con las limitaciones que a la utilización de estos 
medios establecen la Constitución y las Leyes.

En este sentido la Ley 11/2007, de 22 de junio, de ac-
ceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, 
en su artículo 6.2.b) establece el derecho de los ciudadanos 
a no aportar los datos y documentos que ya obren en poder 
de las Administraciones Públicas, las cuales utilizarán medios 
electrónicos para recabar dicha información, de acuerdo con 
la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, y el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, 
que aprueba el Reglamento de desarrollo de dicha norma. Así 
mismo en su artículo 9.1 y 2 establece que para un eficaz ejer-
cicio del citado derecho cada Administración deberá facilitar el 
acceso de las restantes Administraciones Públicas a los datos 
relativos a las personas interesadas que obren en su poder y 

se encuentren en soporte electrónico, estando la disponibili-
dad de los datos limitada estrictamente a aquellos que son 
requeridos a los ciudadanos por las restantes Administracio-
nes para la tramitación y resolución de los procedimientos y 
actuaciones de su competencia.

Por su parte, la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía, en su artículo 84.3 es-
tablece que la ciudadanía tiene derecho a no presentar aque-
llos documentos que obren ya en poder de la Administración 
de la Junta de Andalucía, siempre que indique el día y procedi-
miento en que los presentó.

El continuo avance de las tecnologías de la información 
y comunicaciones facilita el ejercicio efectivo del citado dere-
cho tanto para los documentos que obren en la Administración 
actuante como en otras Administraciones mediante el acceso 
por medios electrónicos a las bases de datos donde residan, 
previo consentimiento de la persona interesada.

En este sentido, el presente Decreto aplica los principios 
generales de racionalización, simplificación y agilidad, la efica-
cia y eficiencia de los procedimientos recogidos en el artícu-
lo 3 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y mejora la atención 
a la ciudadanía y las condiciones de prestación de los servi-
cios públicos. Para ello establece una medida de simplifica-
ción relevante como es la supresión de la exigencia de aportar 
el documento nacional de identidad o tarjeta equivalente de 
las personas extranjeras y el certificado de empadronamiento 
como documento probatorio del domicilio y la residencia res-
pecto de los procedimientos tramitados en la Administración 
de la Junta de Andalucía, agencias administrativas, agencias 
públicas empresariales y de régimen especial. Asimismo, se 
establece la sede electrónica que utilizará la Administración 
de la Junta de Andalucía a efectos de practicar la notificación 
por medios electrónicos, enmarcado en lo ya previsto por el 
Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, que regula los re-
gistros y las notificaciones telemáticas así como la utilización 
de medios telemáticos para la sustitución de la aportación de 
certificados por los ciudadanos y el Decreto 183/2003, de 24 
de junio, que regula la información y atención al ciudadano y 
la tramitación de procedimientos administrativos por medios 
electrónicos. 

La Ley 9/2007, de 22 de octubre, en su artículo 33, atri-
buye a la Consejería competente en Administración Pública las 
competencias de organización administrativa, procedimientos 
y modernización de la Administración, y el Decreto 200/2004, 
de 11 de mayo, por el que se establece la estructura orgánica 
de la Consejería de Justicia y Administración Pública, atribuye 
a ésta las competencias relativas a la organización adminis-
trativa y procedimiento y al desarrollo de la Administración 
electrónica y, en particular, la simplificación de sus trámites 
y métodos de trabajo y de normalización y racionalización de 
la gestión administrativa así como la dirección, impulso, ase-
soramiento y control de los proyectos de modernización de la 
Administración Pública, especialmente los referidos a la Admi-
nistración electrónica.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 21.3 y 46.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a pro-
puesta de la Consejera de Justicia y Administración Pública, 
de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 26 
de febrero de 2008, 

D I S P O N G O

Articulo 1. Objeto. 
1. El presente Decreto tiene como objeto la supresión de 

la exigencia de aportar por parte de quienes tengan la condi-
ción de persona interesada respecto de los procedimientos a 
los que se refiere el artículo 2, los siguientes documentos: 


